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DERECHO A LA SALUD / MEDICAMENTO ORDENADO POR MÉDICO TRATANTE PARTICULAR / PAUTAS JURISPRUDENCIALES / CASO CONCRETO NO SE ENMARCA EN LAS REGLAS EXCEPCIONALES DE PREVALENCIA DEL CRITERIO DE MÉDICO PARTICULAR / CONFIRMA PARCIALMENTE
De lo informado por la accionante, por intermedio de su agente oficioso, se observa que acudió ante un especialista en endocrinología particular desde hace aproximadamente dos años, por cuanto la entidad a la cual está afiliada no cuenta con tal servicio, situación que desmiente el Jefe Seccional de Sanidad, al indicar que si se cuenta con tal especialista por medio del Hospital San Jorge e inclusive de otras clínicas de la ciudad.

Y es que en efecto, por regla general el médico tratante que prescribe un servicio debe hacer parte de la red de prestadores de la Dirección de Sanidad, y cuando ello no ocurre, como en el caso objeto de estudio, se debe emitir un pronunciamiento de fondo por intermedio del C.T.C. o por un especialista adscrito a su red de prestadores para que sea confirmada, modificada o descartada la orden entregada.

(…)

Y si bien es cierto, el criterio del médico tratante prima por sobre el del C.T.C., lo cual motivó al a quo a ordenar tal servicio, en sentir de la Sala ello se presenta cuando es un galeno adscrito a la misma red de servicio quien dispone determinado tratamiento y aun así la entidad se niega a suministrarlo, pero cuando quien así lo prescribe es un particular, como ocurrió en este caso, no puede omitirse tal actividad. Frente a tal aspecto, la Corte Constitucional ha señalado que:

“[…] existen casos en los que se pueden desatender las órdenes de los médicos tratantes y ello es constitucionalmente legítimo en tanto la decisión contraria a lo prescrito por el médico tratante  (i) se fundamente en la mejor información técnica o científica (ii) en la historia clínica del paciente, y las particularidades relevantes del caso concreto, estipulando claramente las razones por las cuales ese determinado servicio de salud ordenado no es científicamente pertinente o adecuado y (iii) especialmente cuando está en riesgo la vida y la integridad personal del paciente”.  

Así las cosas, considera la Sala que la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel debe ser confirmada de manera parcial, solo en cuanto dispuso la práctica del procedimiento denominado “ecografía de hígado y vías biliares”, pero se modificará lo pertinente a la entrega de las medicinas.
       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                       RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, tres (03) de julio de dos mil dieciocho (2018)

                                                            Acta de Aprobación No 550
                                         

                  Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela formulada por Personero Delegados de Dosquebradas, en favor de la señora VAV.
2.- DEMANDA 

Expresa el agente del Ministerio Público que a la señora VAV, le han diagnosticado diversas patologías como “prediabetes, hipotiroidismo galactorrea con mejoría de hiperprolactinemia y con displidemia”, por lo cual el especialista tratante le ordenó la práctica de una ecografía de hígado y de vía biliar, con carácter prioritario, e igualmente le prescribió el medicamento denominado “Metformina de liberación prolongada 500 ms.” en cantidad de 120 y “Levotiroxina Eutirox 75 UG” en cantidad de 60, sin que la Dirección de Sanidad haya dispuesto lo pertinente.

Esgrime que dichos procedimientos y medicamentos se los ordenó un especialista particular, al cual ha acudido desde hace dos años, ya que la Dirección de Sanidad no cuenta con convenio en la especialidad de Endocrinología y por ende le indicaron que acudiera de manera particular para que fuera tratada, y por ello con antelación le han practicado otros exámenes y actividades.

Pide se protejan sus derechos a la salud, seguridad social, calidad de vida e integridad personal y se ordene a la Dirección de Sanidad que le autorice la realización de los procedimientos aludidos y el suministro de las medicinas prescritas, e igualmente se le brinde el tratamiento integral para sus patologías.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el despacho dispuso vincular a las Direcciones Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, quienes así se pronunciaron:

- El Director General de Sanidad de la Policía Nacional, luego de hacer alusión a la normativa que los rige y las funciones que le son inherentes, esgrime que la competencia para atender la acción de tutela radica en la Dirección Seccional de Sanidad, y por ende cualquier requerimiento en atención a la presente acción constitucional debe dirigirse a dicha jefatura.

- El Jefe Seccional de Sanidad de Risaralda de la Policía, informa lo siguiente: (i) la solicitud para la ecografía de hígado y de vía biliar, no está radicado en sus sistemas, es decir no ha sido oficializado tal requerimiento, siendo un deber de la afiliada el de suministrar oportunamente la información que se requiera para efectos del servicio; (ii) el endocrinólogo que ordenó lo pertinente no pertenece a su red, máxime que la entidad cuenta con especialista en el Hospital San Jorge y en otras vigencias se ha contratado con otras clínicas, por lo cual no acepta lo indicado por la actora en el sentido que hace más de dos años ha tomado el servicio de forma particular; (iii) los medicamentos prescritos no se encuentran en el POS y por ende se debió adelantar el trámite ante el Comité Técnico Científico -C.T.C.- para su autorización; (iv) la tutela no está instituida para suplir los procedimientos ordinarios o dejar de lado las obligaciones que le asisten a los afiliados, por lo que deberá radicar la documentación necesaria para la valoración por endocrinología, no obstante ya se autorizó la ecografía de hígado y vías biliares; (v) se opone al tratamiento integral  por cuanto la Dirección Seccional ha brindado todos las atenciones requeridas por la afiliada; (vi) no ha vulnerado los derechos fundamentales de la actora y cuando el juez de tutela observa que ninguna conducta puede atribuírsele al accionado, debe declarar su improcedencia, y (vii) pide se niegue el amparo reclamado por la accionante y de no accederse a ello se autorice el recobro ante el FOSYGA.
3.2.- Culminado el plazo constitucional el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) mediante decisión de mayo 23 de 2018, tuteló el derecho fundamental a la salud de la señora VAV y le ordenó a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las 48 horas siguientes proceda a realizar los trámites para autorizar y programar el procedimiento denominado “ecografía de hígado y vías biliares”, así como los medicamentos “Metformina de liberación prolongada 500 ms, cantidad 120 y Levoxitorina Eutirox 75 UG, en cantidad de 60”; así mismo negó el tratamiento integral e instó a la accionante para que en lo sucesivo radique las órdenes ante Sanidad  para que le sean autorizadas las prescripciones médicas.

4.- IMPUGNACIÓN

En término oportuno el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda informa lo siguiente: (i) conforme el artículo 10 de la ley 1751 de 2015, el afiliado debe suministrar de manera oportuna y suficiente la información que se requiere para efectos del servicio, lo cual acá no se dio y por el contrario la paciente acudió a la tutela, cuando no se les había notificado la necesidad de la atención por parte de la agenciada, ni tampoco adelantó el trámite para la autorización de los medicamentos ordenados; (ii) el C.T.C. es el encargado de analizar la pertinencia de las formulaciones, procedimientos o solicitudes que se encuentran por fuera del POS para definir su aprobación, siendo estrictamente necesario que la Seccional de Sanidad cuente con la autorización que respalde la entrega de dicha medicina; (iii) la medicación y formulación presentada por la accionante se dio por un médico no adscrito a dicha unidad y por ende la actora debe allegar los soportes respectivos para que el C.T.C. se pronuncie frente a las medicinas prescritas; (iv) dicha Seccional no ha vulnerado derecho fundamental alguno, toda vez que dicha medicina no ha sido autorizada por el órgano competente, y (v) pide se revoque el fallo adoptado, pero en caso de no accederse se autorice realizar el recobro ante el FOSYGA, toda vez que tal medicamento no se hallan incluidos en el POS Policial.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales de la señora VAV. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente, o contrario sensu, si la misma puede ejercer el recobro de las asistencias no POS-S que deba suministrar.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso en estudio se aprecia que la señora VAV, acudió ante el juez constitucional por intermedio de un Personero Delegado del Municipio de Dosquebradas, como agente oficioso
, para buscar la protección los derechos fundamentales que estima vulnerados por la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía; ello conllevó a que luego de adelantado el trámite pertinente, el a quo considerara que en efecto se quebrantó el derecho fundamental a la salud, por lo cual ordenó a la entidad accionada que autorizara y programara el procedimiento denominado “ecografía de hígado y vías biliares”, e igualmente le suministrara los medicamentos “Metformina de liberación prolongada 500 mg, cantidad 120 y Levoxitorina Eutirox 75 UG, en cantidad de 60”.

Lo primero que debe indicarse es que la salud es un derecho fundamental, como así lo ha sostenido desde tiempo atrás la Corte Constitucional, lo cual fue debidamente reconocido con la expedición de la Ley Estatutaria 1751 de 2015
. Al respecto, la jurisprudencia ha indicado:

“[…] el artículo 49 de la Carta, […] consagró que toda persona tiene el derecho de acceso a la protección y recuperación de su salud, el cual se encuentra a cargo del Estado y que debe ser prestado conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.

Así, en desarrollo de las normas constitucionales citadas, el Congreso expidió la Ley 100 de 1993 “por medio de la cual se crea el Sistema General de Seguridad Social”, con el objetivo de otorgar el amparo frente a aquellas contingencias a las que puedan verse expuestas las personas con la posibilidad de afectar su salud y su situación económica. En ese orden, el sistema fue estructurado con los siguientes componentes: (i) el Sistema General en Pensiones, (ii) el Sistema General en Salud, (iii) el Sistema General de Riesgos Profesionales y (iv) Servicios Sociales Complementarios.

De igual forma, y por interesar a esta causa, la mencionada ley dispone como uno de los objetivos del Sistema General en Salud, crear condiciones de acceso a todos los niveles de atención para toda la población, orientado por los principios de universalidad, calidad y eficiencia, entre otros.

Asimismo, la Ley 1751 de 2015
 reconoció el carácter fundamental que comporta este derecho, tal como lo venía señalando la jurisprudencia constitucional. Dicha garantía, consiste en una serie de medidas y prestación de servicios, en procura de su materialización, en el más alto nivel de calidad e integralidad posible.
 
En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela” 

De la documentación arrimada al dossier, se aprecia con claridad que un especialista en endocrinología fue quien le ordenó a la señora VAV, la práctica de procedimientos médicos y el suministro de algunos medicamentos que se encuentran excluidos del POS, los cuales no han sido dispuestos por la entidad demandada.

No obstante tal situación, el Jefe Seccional de Sanidad de la Policía, esgrimió desde el momento de contestar la tutela y reiteró en su recurso, que la señora VAV, no cumplió con el deber que le asistía de poner en conocimiento los requerimientos médicos que le fueron prescritos por un  galeno particular que no hace parte de su red de prestadores, pese a que la entidad cuenta con la especialidad en endocrinología, aunado a que los medicamentos prescritos se hallan excluidos del POS, por lo cual debía adelantarse el trámite ante el C.T.C., como órgano encargado de disponer la entrega de dichas medicinas.

Ante tal postura, es cierto que el literal h), artículo 10 de la Ley 1751 de 2015, consagra como unos de los deberes de las personas, frente a la atención en salud el de “Suministrar de manera oportuna y suficiente la información que se requiera para efectos del servicio”, y precisamente tal norma es al que en sentir del Jefe Seccional de Sanidad de la Policía incumplió la actora, al no  existir en sus sistemas de información datos que conlleven a predicar que la misma entregó en oportunidad las órdenes dadas por un médico particular, sin que sobre ello se hubiera podido verificar lo pertinente por parte del a quo, ni mucho menos por esta Sala, toda vez que en ninguno de los teléfonos referidos por la accionante se obtuvo contacto, ya que al parecer se encuentra fuera del país, como así lo indicó funcionaria de la Personería de Dosquebradas
.

Así mismo y de lo expresado por el Jefe Seccional de Sanidad, se observa que la Dirección de Sanidad al parecer ya dispuso la autorización del servicio de ecografía de hígado y de vía biliar, para ser practicada con la entidad contratada para tal efecto, pero al no haberse podido acreditar tal circunstancia con la accionante, ello conllevó al a quo procediera a su amparo, máxime que tampoco existe en el expediente constancia alguna en el sentido que el mencionado examen ya se hubiera llevado a cabo.

Contrario a ello, y en cuanto a los medicamentos que se le prescribieron a la accionante, se aprecia que la entidad funda su negativa en tres situaciones concretas: (i) fueron ordenados por un galeno que no hace parte de su red de prestadores; (ii) no se efectuó la radicación pertinente ante dicha Dirección, y (iii) no existe concepto del CTC para su entrega, toda vez que las medicinas se hallan excluidas del POS.
En cuanto al primer punto, es evidente tal circunstancia, y frente a ello la jurisprudencia ha señalado:

“De acuerdo con la jurisprudencia constitucional reiterada, un servicio médico requerido por un usuario, esté o no incluido en el POS, debe en principio ser ordenado por un médico adscrito a la EPS, como quiera que es la “persona capacitada, con criterio científico y que conoce al paciente”. También se ha sostenido que si bien el criterio principal para definir cuáles servicios requiere un paciente es el del médico tratante adscrito a la EPS, éste no es exclusivo, en tanto el concepto de un médico particular puede llegar a vincular a la intermediaria de salud respectiva. Debe señalarse, en consecuencia que, para que proceda esa excepción se requiere, como regla general, que exista un principio de razón suficiente para que el paciente haya decidido no acudir a la red de servicios de la entidad a la que se encuentre afiliado. Como se ha dicho, esta es una elemental obligación de los usuarios del sistema, que tiende a asegurar su operatividad, que se vería gravemente alterada, si las personas pudiesen optar libremente por dirigirse a médicos que no se encuentren adscritos a la entidad responsable de atender sus requerimientos de salud”. 

De lo informado por la accionante, por intermedio de su agente oficioso, se observa que acudió ante un especialista en endocrinología particular desde hace aproximadamente dos años, por cuanto la entidad a la cual está afiliada no cuenta con tal servicio, situación que desmiente el Jefe Seccional de Sanidad, al indicar que si se cuenta con tal especialista por medio del Hospital San Jorge e inclusive de otras clínicas de la ciudad.

Y es que en efecto, por regla general el médico tratante que prescribe un servicio debe hacer parte de la red de prestadores de la Dirección de Sanidad, y cuando ello no ocurre, como en el caso objeto de estudio, se debe emitir un pronunciamiento de fondo por intermedio del C.T.C. o por un especialista adscrito a su red de prestadores para que sea confirmada, modificada o descartada la orden entregada. Véase lo que la jurisprudencia ha referido:

 “[…] el concepto de un médico que trata a una persona, puede llegar a obligar a una entidad de salud a la cual no se encuentre adscrito, si la entidad tiene noticia de dicha opinión médica, y no la descartó con base en información científica, teniendo la historia clínica particular de la persona, bien sea porque se valoró inadecuadamente a la persona o porque ni siquiera ha sido sometido a consideración de los especialistas que sí están adscritos a la entidad de salud en cuestión. En tales casos, el concepto médico externo vincula a la EPS, obligándola a confirmarlo, descartarlo o modificarlo, con base en consideraciones de carácter técnico, adoptadas en el contexto del caso concreto.
[…]
Por regla general, el médico que puede prescribir un servicio de salud es el médico adscrito a la EPS. El usuario puede acudir a otros médicos pero su concepto no obliga a la EPS a autorizar lo que éste prescribió, sino a remitir al usuario a un médico adscrito a la correspondiente EPS (al respecto, ver apartado 4.4.2.). Toda persona tiene derecho a que su EPS valore científica y técnicamente el concepto de un médico reconocido y vinculado al Sistema de Salud que considera que la persona requiere un servicio de salud. Este médico es el médico adscrito a la EPS y a él debe acudir el interesado. No obstante, en el evento excepcional de que el interesado acuda a un médico externo – no adscrito a la red de prestadores de la correspondiente EPS– la EPS tiene una carga de valoración del concepto de dicho médico. El concepto del médico externo no podrá ser automáticamente descartado por la EPS, sino que es necesario una  valoración de su idoneidad por parte de un médico adscrito a la EPS (de manera directa o mediante remisión del interesado) o del Comité Técnico Científico, según lo determine la propia EPS”.
 
En más reciente decisión, donde igualmente se tuvo en cuenta ese mismo criterio, la Corte Constitucional indicó:

“Una E.P.S. vulnera el derecho fundamental a la salud de uno de sus afiliados cuando niega el acceso a un servicio de salud ordenado por un médico especialista no adscrito a su red prestacional, sin antes realizar un diagnóstico a través de un especialista adscrito a su red prestacional de servicios o mediante un Comité Técnico Científico conformado para constatar la situación de salud del paciente con el fin de (i) confirmar, descartar o modificar la orden de servicios externa y, además, (ii) determinar con precisión y suficiencia los servicios que componen el tratamiento integral requerido.” 

De ahí deviene igualmente la importancia que por parte de la señora VAV se hubiera radicado ante la Dirección Seccional de Sanidad la prescripción médica, para darle la oportunidad a la entidad de salud a que fuera el C.T.C., o en su defecto otro especialista en endocrinología adscrito a su red de prestadores, quien determinara si era o no procedente la entrega de los medicamentos excluidos del POS que le fueron recetados por el galeno particular.

En este caso, y ante el silencio de la accionante, quien no ha sido posible ubicar por intermedio de los abonados telefónicos que obran en el dossier, no se logró verificar si en realidad radicó la prescripción de las medicinas ante la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía, para darle la oportunidad a la entidad de actuar conforme así lo señala la jurisprudencia, y ante la duda presentada en tal sentido, estima la Sala que no debió el a quo haber ordenado el suministro de tales medicinas, al desconocer si la afiliada cumplió con la mínima carga de poner en conocimiento dichos requerimientos ante la accionada, toda vez que la manifestación esgrimida por esta en el sentido que desconocía tales órdenes igualmente debe ser tenida en cuenta.

Véase que ni siquiera de la lectura del escrito de tutela, se desprende con claridad que en efecto la señora VAV hubiera presentado ante la Dirección Seccional de Sanidad los soportes de los procedimientos y medicinas prescritos por el galeno tratante, respecto de lo cual la entidad solo se enteró con ocasión de la acción constitucional, procediéndose a ordenar el examen requerido -lo que aún no se ha verificado-, pero no así la entrega de los medicamentos, por encontrarse excluidos y en ese sentido se hace necesario agotar el trámite pertinente.

Y si bien es cierto, el criterio del médico tratante prima por sobre el del C.T.C., lo cual motivó al a quo a ordenar tal servicio, en sentir de la Sala ello se presenta cuando es un galeno adscrito a la misma red de servicio quien dispone determinado tratamiento y aun así la entidad se niega a suministrarlo, pero cuando quien así lo prescribe es un particular, como ocurrió en este caso, no puede omitirse tal actividad. Frente a tal aspecto, la Corte Constitucional ha señalado que:
“[…] existen casos en los que se pueden desatender las órdenes de los médicos tratantes y ello es constitucionalmente legítimo en tanto la decisión contraria a lo prescrito por el médico tratante  (i) se fundamente en la mejor información técnica o científica (ii) en la historia clínica del paciente, y las particularidades relevantes del caso concreto, estipulando claramente las razones por las cuales ese determinado servicio de salud ordenado no es científicamente pertinente o adecuado y (iii) especialmente cuando está en riesgo la vida y la integridad personal del paciente”. 

Así las cosas, considera la Sala que la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel debe ser confirmada de manera parcial, solo en cuanto dispuso la práctica del procedimiento denominado “ecografía de hígado y vías biliares”, pero se modificará lo pertinente a la entrega de las medicinas. En consecuencia, se le ordenará a la Dirección de Sanidad de la Policía que si la accionante VAV no ha radicado dicha prescripción con fundamento en las copias de la misma y la historia clínica que se aportó a esta tutela -de la cual se le dio el traslado respectivo-, proceda a solicitar al C.T.C. que dentro de los cinco días siguientes se pronuncie frente a la autorización de las referidas medicinas, o en su defecto se acuda ante un Endocrinólogo adscrito a su red de prestadores de servicio para que en igual término proceda a valorar a la paciente con miras a confirmar, modificar o descartar la prescripción dada de manera particular a la accionante, y si allí se determina que es pertinente autorizar dichas medicinas, así deberá hacerse en atención a la orden del especialista, sin exigirle mayores trámites que obstaculicen su derecho fundamental a la salud.
Ahora bien, en punto de  la facultad de ejercer acción de recobro ante el FOSYGA -hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES) 
- como lo pide la Dirección de Sanidad accionada, debe decirse que desde la sentencia T-760/08, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al entonces administrador fiduciario FOSYGA, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las EPS sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema, y dentro de ellas señaló que el hecho de no establecerse de forma expresa en la parte resolutiva del fallo de tutela la autorización para el recobro,  sea óbice para prestar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos en que incurra, pues bastará con que la ADRES constate que la entidad no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo.

En la sentencia T-727 de 2011, la Alta Corporación Constitucional plasmó lo siguiente:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos […]”.
De lo anterior, se advierte que no es necesario que el juez constitucional emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud, o en este caso la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente comprometida a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, toda vez que este no un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento, como bien lo señaló el a quo en la providencia confutada. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE  la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, en cuanto amparó el derecho fundamental a la salud de la señora VAV, y se ordenó la práctica del procedimiento denominado “ecografía de hígado y vías biliares”.

SEGUNDO: SE MODIFICA la sentencia en el sentido de ordenar a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional que si la señora VAV no ha radicado la fórmula donde se le prescribieron los medicamentos denominados “Metformina de liberación prolongada 500 ms” en cantidad de 120 y “Levotiroxina Eutirox 75 UG” en cantidad de 60, con fundamento en la copia de esta y de la historia clínica que se aportó -de la cual se le dio el traslado respectivo-, deberá solicitar al C.T.C. que dentro de los cinco días siguientes se pronuncie frente a la autorización de las referidas medicinas, o incluso se acuda ante un Endocrinólogo adscrito a su red de prestadores de servicio, para que en igual término proceda a valorar a la actora para confirmar, modificar o descartar la prescripción dada de manera particular, y si allí se determina que es pertinente autorizar dichas medicinas, así deberá hacerse en atención a la orden médica sin exigirle mayores trámites que obstaculicen su derecho fundamental a la salud.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� En sentencia T-408/13 la Corte Constitucional señaló: “Es claro que los Personeros Municipales en atención a sus funciones constitucionales y legales de guarda y promoción de los derechos fundamentales, están legitimados para presentar acciones de tutela. En esta medida, si se percatan de la amenaza o violación de derechos fundamentales de una persona o de una comunidad, podrán interponer la acción en nombre del ciudadano que se lo solicite o  de aquellas personas que se encuentren en situación de desamparo o indefensión”. 


� Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones. 


� “Por la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones.”


� Ver sentencias T-499 de 2009 y T-152 de 2010 entre otras.


� Sentencia T-062 de 2017. 


� Ver constancia a folio 4 Cuaderno del Tribunal. 


� Sentencia T-062 de 2017. 


� Sentencia T-760 de 2008.


� Sentencia T-100 de 2016.


� Sentencia T-345 de 2013.


� El artículo 66 de la Ley 1753 de 2015 creó la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) – ADRES o Banco de la Salud, entidad esta que reemplazó al Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), cuya estructura fue reglamentada mediante Decreto 1429 de 2016, la cual tiene dentro de sus funciones, entre otras, la de administrar los recursos tanto del Fosyga como del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet).





� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.





Página 12 de 13

